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Quienes Somos:

Los principales ejes de análisis:

El Núcleo Constitucional UAH, es una iniciativa impulsada por la Facultad de Derecho, que 

busca incidir en la discusión constitucional tanto en la Convención Constitucional como en la 

opinión pública. Difundir la masa crítica de académicas, académicos, investigadores y exper-

tos de la UAH en las áreas que se abordarán en este espacio y desarrollar capacitaciones y ac-

tividades posteriores al proceso constituyente, por ejemplo, diplomados, talleres y asesorías.

•	 Género y Diversidades

•	 Sistema de Justicia

•	 Modernización de la Gestión Pública

•	 Derechos Sociales

•	 Diálogo y Gestión de Conflictos



INTRODUCCIÓN

El presente informe desarrolla una propuesta constitucional sobre el derecho al 

trabajo digno. En particular, el contenido del “sueldo digno”, la igualdad o equidad 

salarial, la no discriminación en el trabajo y el reconocimiento del trabajo no re-

munerado. El análisis efectuado contempla la normativa constitucional actual, la 

normativa constitucional comparada, los convenios internacionales -suscritos o no 

por Chile-, la jurisprudencia, y, por último, la doctrina especializada. 

  Es por este motivo que como organización realizamos un análisis profundo de 

cómo la estructura normativa constitucional actual afecta al mundo del trabajo, y, 

en particular, en aquellos aspectos que hacen mayor eco en la gente común, como 

la necesidad de un sueldo digno y suficiente para vivir o la equidad salarial. Las ante-

riores son materias que claramente no han sido resueltas por la normativa vigente, 

ejemplos que develan este síntoma son: la flexibilidad de las relaciones laborales, 

la sobre regulación de la negociación colectiva y la huelga o la atomización de la 

fuerza productiva.

   Para esto analizaremos en primer lugar, el diagnostico político, económico, social 

y normativo de los derechos laborales en Chile, visibilizando sus carencias y fa-

lencias. Luego, se presentará una propuesta de articulado para la Nueva Constitu-

ción y se expondrán cuatro argumentos centrales para su incorporación en el texto 

constitucional. 

1



2

DIAGNÓSTICO POLÍTICO, ECONÓMICO, SOCIAL Y NORMATIVO 

DE LOS DERECHOS LABORALES EN CHILE 
I.

El complejo escenario político en el que ac-

tualmente está sumido el país, como con-

secuencia del estallido social y la pande-

mia, ha provocado un remezón importante 

en la forma en la cual la sociedad chilena se 

relaciona entre sí y en cómo las demandas 

de la ciudadanía, hoy, exigen respuestas 

más acabadas, profundas y que son de un 

carácter transversal nunca antes visto des-

de el retorno a la democracia. Dentro de 

estas demandas exigidas por la gente, se 

encuentran, sin lugar a dudas, aquellas de 

orden laboral, tales como la necesidad de 

un sueldo digno y suficiente o la equidad 

salarial. Lo anterior, se gesta sobre la base 

de que actualmente las y los trabajadores 

se ven expuestos a una vulnerabilidad y 

precarización importante, en un ordena-

miento jurídico/constitucional en el cual 

predomina la flexibilidad de las relaciones 

laborales y no protege de buena forma a 

la fuerza productiva del país. En relación 

a aquello, no es extraño que actualmen-

te los y las trabajadoras decidan transitar 

hacia relaciones laborales informales en las 

cuales no existen garantías de seguridad 

social, de derecho laboral propiamente tal 

o garantías previsionales y de cotización 1. 

   Abocándonos en materia salarial, es re-

levante señalar que actualmente el sa-

lario mínimo mensual (IMM) asciende a 

$337.000, utilizando como medida de re-

ferencia la UF. Si se compara con el mon-

to establecido para delimitar la línea de la 

pobreza, nos enfrentamos a un monto de 

$176.625, lo cual evidentemente es más 

de la mitad del IMM y no responde a la sa-

tisfacción de necesidades básicas que un 

sueldo mínimo debería cubrir.   

   Según estudios de la Fundación Sol, Chile 

ocupa el 7mo lugar a nivel Latinoamericano 

en los montos del salario mínimo, por de-

bajo de países como Honduras, Paraguay 

y Ecuador (Fundación Sol, 2020). Por otro 

lado, resulta preocupante la baja participa-

ción de las mujeres en el mundo laboral, a 

raíz de la pandemia. Estudios de CEPAL han 

concluido que la crisis sanitaria ha signifi-

cado un retroceso de, a lo menos, 10 años 

en la participación laboral de mujeres en el 

mercado del trabajo remunerado (CEPAL, 

2021). Frente a este enorme problema, no 

ha existido en Chile alguna medida que bus-

que paliar tales consecuencias. 

  En materia de igualdad salarial y la bre-

cha existente, la situación está lejos de ser 

más auspiciosa. Según cifras globales de 

ONU Mujeres, la brecha salarial asciende a 

un 16%, llegando en ciertos países, inclu-

so, a un 35% 2. En Chile, particularmente, 

las cifras responden a la tónica, existiendo 

un 28,1% de brecha salarial entre hombres 
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y mujeres hasta el año 2019, según datos 

entregados por el Ministerio de la Mujer 3, 

porcentaje similar al dado por el Instituto 

Nacional de Estadísticas (desde ahora INE), 

el cual según su estudio del año 2018 4  la 

establece en un 27,2%.

  Otro aspecto relevante son las tasas de 

participación en el trabajo por sexo, las 

cuales, según el INE, indican que la cifra 

asciende al 73,8% para los hombres; mien-

tras que en mujeres sería de un 52,7%. Lo 

anterior tendría implicancia directa con las 

labores de cuidado que las mujeres reali-

zan principalmente, ya que, según lo indi-

ca el mismo estudio, el 96,6% de las mu-

jeres la señalan como principal causa de 

inactividad, el tener que realizar labores de 

cuidado en el hogar, mientras que solo un 

3,4% de los hombres, indica ésta como su 

causa directa. 

  No fue sino hasta el año 2009, que me-

diante la Ley N° 20.348, se modificó el Có-

digo del Trabajo estableciendo en el art. 

62 bis la igualdad de remuneraciones entre 

hombres y mujeres que desarrollen un tra-

bajo de igual valor. Sin embargo, la fórmula 

empleada no fue la ideal, al establecer que: 

“no se considerarán arbitrarias las diferen-

cias objetivas en las remuneraciones que se 

funden en capacidades, calificaciones, ido-

neidad, responsabilidad o productividad”. 

  Si bien esta Ley establece la posibilidad de 

iniciar un procedimiento de tutela de dere-

chos fundamentales, en caso de una even-

tual vulneración a la igualdad salarial se 

establece como pre requisito de la tutela, 

que deberá ser accionada una vez conclui-

do el procedimiento de denuncia estable-

cido en el reglamento interno en la empre-

sa respectiva. Con todo, resulta lógico que 

las grandes críticas que la doctrina hace 

al artículo 62 bis es que deja al arbitrio de 

la empresa la primera vía de reclamo por 

un hecho que depende, justamente, de 

una decisión del empleador, generando 

una indefensión manifiesta y haciendo in-

compatible la igualdad salarial con el poder 

exigirla realmente. Es decir, se establece al 

empleador como juez y parte del conflicto 

en primera instancia.

  En cuanto a la regulación constitucional 

que actualmente rige, esta es, en gran 

parte, el fundamento del diagnóstico ne-

gativo recién presentado. El art. 19 N° 16 

consagra meramente la libertad de traba-

jo, careciendo la disposición referida de 

un contenido más profuso que reconozca 

efectivamente ciertos derechos laborales 

determinantes.                 

  En relación a la igualdad de género y/o 

igualdad salarial, ésta no tiene un recono-

cimiento constitucional explícito, más allá 
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de la consagración genérica del principio 

de igualdad en su art. 1° y el art. 19 N°2. 

Se limita a entregar conceptos abstractos 

que de poco sirve a la hora de poder ejer-

cer una tutela efectiva en esta temática. 

  Finalmente, se nos hace imposible el no 

mencionar, a modo de introducción de la 

problemática, el trabajo no remunerado, 

siendo principalmente el de cuidados per-

sonales. Careciendo de manera absoluta 

su regulación en nuestro ordenamiento ju-

rídico, el diagnóstico es tajante y no admi-

te dobles lecturas: se requiere su recono-

cimiento como un primer paso ineludible.

1   MÉNDEZ y SUÁREZ (2019).  

2  ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS  

 3 MINISTERIO DE LA MUER Y LA EQUIDAD GÉNERO 

(2015)

  4 INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (2020)

2) Propuesta de Articulado:

“El trabajo es un derecho que tienen todas 

las personas y es deber del Estado garanti-

zar, proteger y promover condiciones dig-

nas, justas y equitativas en su realización”.

   Todo trabajador y trabajadora tiene dere-

cho a un salario que le asegure un estándar 

de vida compatible con la dignidad huma-

na, el cual, a lo menos, satisfaga sus necesi-

dades materiales básicas y las de su familia.

    El salario o ingreso mínimo mensual, para 

una jornada ordinaria de trabajo, será sujeto 

a negociación triestamental, a lo menos, una 

vez al año. Ésta tendrá por objeto acordar el 

salario o ingreso mínimo mensual, el cual 

será establecido mediante decreto supremo. 

   La mesa triestamental estará compuesta por:

a) El o la Presidenta de la República

b) Representantes del sector empresarial

c) Representantes de organizaciones sindi-

cales de los distintos sectores productivos

   Los representantes del sector empresarial y 

de las organizaciones sindicales que partici-

pen en la discusión, además de la forma en la 

cuales éstos actuarán, será determinado por 

ley, no pudiendo, en ningún caso, privar de 

su carácter vinculante a la participación de 

los y las trabajadoras. 

   El salario es inembargable, excepto, en re-

lación a las deudas emanadas de pensión 

alimenticia. Con todo, el embargo del caso 
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anterior no puede superar el 30% de la re-

muneración mensual percibida por el deudor. 

   En caso de insolvencia o de liquidación ju-

dicial de una empresa, las y los trabajadores 

empleados en la misma deberán ser conside-

rados como acreedores preferentes en lo que 

respecta a los salarios que se les deban por los 

servicios prestados durante el período ante-

rior a la insolvencia o a la liquidación judicial. 

El salario que constituya un crédito preferen-

te se deberá pagar íntegramente antes de 

que los acreedores ordinarios puedan recla-

mar la parte del activo que les corresponda.

   El Estado debe garantizar, proteger y pro-

mover la igualdad salarial de la persona tra-

bajadora en la realización de un trabajo de 

igual valor. 

     Se prohíben los actos de discriminación ba-
sados en motivos de raza, color, sexo, edad, 
identidad de género, orientación sexual, es-
tado civil, sindicación, opinión o afiliación 
política, religión, nacionalidad, idioma, filia-
ción, creencias, apariencia física, enferme-
dad o discapacidad, clase social, o cualquier 
otro criterio que no sea la capacidad o ido-
neidad personal, entendiéndose ésta como la 
preparación técnica o profesional requerida 
para el desempeño del cargo respectivo. Lo 
anterior es aplicable tanto en el aspecto sa-
larial, como en cualquier otra materia, ya sea 
que la discriminación se dé previamente, du-

rante o al término de la relación laboral.

   Si existiese una afectación a la igualdad 

salarial o bien, se produjese un acto de dis-

criminación arbitraria en los términos del 

inciso anterior, podrá acudirse directamente 

a los tribunales de justicia, sin respecto a los 

procedimientos internos que cada empresa 

pueda disponer o al reclamo administrativo 

correspondiente. 

3)  ¿Por qué acoger nuestra propuesta?

a) Trabajo como un derecho

   Reconocer el trabajo como derecho fundamental 

de las personas es clave, si lo que se pretende es po-

der garantizarlo y protegerlo de buena manera. En 

relación a aquello, se hace necesario que la nueva 

Constitución ofrezca herramientas jurídicas reales 

para proteger el ejercicio libre y pleno de los dere-

chos que ésta consagre, particularmente el derecho 

a un trabajo digno. Para comprender la relevancia 

de este cambio y de consagrar el trabajo realmente 

como un derecho, se requiere de un análisis previo 

de la normativa existente a la fecha, en contraste 

también, con la experiencia internacional. 

   Chile en la Constitución de 1980 y sus posteriores 

reformas, estableció el derecho al trabajo en su art. 

19 N°16 inc. 1, desde una perspectiva de “liber-

tades”. El constituyente de la época no desarrolló 

el derecho al trabajo en cuanto a su contenido, ni 

adoptó una concepción amplia del mismo, según 

los lineamientos que establece la Declaración Uni-

versal de Derechos Humanos (DUDH) 5 y la Or-

ganización Internacional del Trabajo (OIT). En este 
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sentido, la normativa constitucional vigente 
se limita a concebir el trabajo únicamente 
respecto a las libertades individuales, asegu-
rando: i) el poder elegir si es que se trabaja 
o no y; ii) el poder escoger qué clase de ser-
vicio prestar o qué trabajo puntual realizar. 
   A nuestro entender es evidente que una 
regulación de estas características no satis-
face las necesidades sociales del país, la cual, 
por lo demás, tampoco va de la mano con el 
estándar internacional sobre la materia. 
   Con todo, establecer el trabajo expresa-
mente como un derecho, fundado en la ne-
cesidad de darle un desarrollo más profuso 
y de proporcionarle más garantías consti-
tucionales 6, tampoco excluye la posibilidad 
de darle un carácter 7 de “deber”8 . Sin em-
bargo, entendiendo el valor del trabajo para 
el progreso de los países; para el bienestar 
y la paz social, darle una definición ambi-
valente (derecho/deber) creemos que es 
innecesario, en consideración a los tiempos 
que vivimos y la imperiosa necesidad de 
abordar el trabajo con una perspectiva am-
plia, pero con un respeto absoluto 9 por las 
libertades 10 individuales 11. 
   Cuando se utilizan las expresiones de “ga-
rantizar”, “proteger” y “promover”, esto 
responde, a la necesidad de transitar a un 
Estado Social de Derecho, en el cual la sa-
tisfacción de los derechos sociales, entre 
ellos, por supuesto, el Derecho al Trabajo, 
se convierte en una obligación estatal. Es-

tablecer mecanismos y vías para la reali-
zación del trabajo en la sociedad; proteger 
las condiciones laborales en las cuales los 
servicios son prestados por los y las traba-
jadoras; y promover políticas públicas que 
tengan siempre, como principal foco, la de-
fensa irrestricta de los derechos sociales, 
son sólo ejemplos de un cambio realmente 
estructural a realizar y que pareciera no ser 
dimensionado en su totalidad.
    Sumamente relevante es destacar, ade-
más, lo relativo al “trabajo digno” o “traba-
jo decente”, concepto acuñado por la OIT, 
que dice relación con dos dimensiones: una 
dimensión micro-trabajo decente como: “el 
trabajo que reúne buenas condiciones para 
quien lo practica” (éstas son: dignidad hu-
mana, libertad, equidad, seguridad, respeto 
por los derechos laborales, productividad y 
diálogo social), y otra macro, que sería aque-
lla que responde a un “objetivo global por el 
cual se busca que todas las personas puedan 

 5  ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS (1948).

 6 Por ejemplo, la Constitución de la República de Ecuador.

  7 Por ejemplo, la Constitución Política de la República de Nicaragua.

 8  Por ejemplo, la Constitución Política de la República de Colombia.

9 CONVENIO SOBRE EL TRABAJO FORZOSO (1930).

10  CONVENIO SOBRE LA DISCRIMINACIÓN 
(EMPLEO Y OCUPACIÓN-1958)

 11  CONVENIO SOBRE LA ABOLICIÓN DEL TRABAJO FORZOSO (1957)

 12  GERLACH (2010), pp. 24 -25
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b) Salario Digno

Junto con reconocer el trabajo como un 
derecho de las personas, el salario va de la 
mano como un derecho fundamental, dado 
el carácter vital que tiene éste para el desa-
rrollo familiar, personal, social y material de 
la vida en sociedad. Se podría definir el sala-
rio o el sueldo como “la remuneración fija, 
obligatoria y en dinero, que debe ser pagada 
por períodos iguales no superiores al mes y 
cuyo monto mínimo por jornada ordinaria es 

de un Ingreso Mínimo Mensual 13” , lo cual 
establece de muy buena manera el conteni-
do del salario, pero crea un conflicto concep-
tual con otras definiciones doctrinarias en 
la materia, incluido el mismo art. 41, inc. 1, 
del Código del Trabajo chileno, el cual señala 
que “se entiende por remuneración, las con-
traprestaciones en dinero y las adicionales 
en especies avaluables en dinero que debe 
percibir el trabajador del empleador por cau-
sa del contrato de trabajo”. La discrepancia 
es simple: el salario o sueldo sería un emolu-
mento más a considerar dentro de la remu-
neración propiamente tal, así como lo serían 
las comisiones, las gratificaciones, etc. En ese 
sentido, la propuesta de articulado acoge la 
distinción entre sueldo y remuneración y, 

por tanto, establecemos expresamente que 
los conceptos no se utilizan indistintamente 
o como sinónimos. 
 En cuanto al contenido de este salario, 
creemos relevante que la Constitución se 
pronuncie estableciendo un estándar de 
dignidad para el mismo. El articulado de la 
Constitución de 1980, al utilizar la expre-
sión “justa retribución”, además de ser una 
formulación acotada y ambigua, no se hace 
cargo de desarrollar el contenido del sala-
rio. Es imperioso establecer el “estándar de 
vida compatible con la dignidad humana”, 
siendo pertinente, además, hacer una men-
ción expresa y complementaria de lo que 
este estándar debe asegurar: Debiese a lo 
menos satisfacer las necesidades materiales 
básicas de los y las trabajadoras y las de sus 
familias. Es importante poner énfasis en este 
último aspecto, dado que, en concordancia 
con principios transversales de nuestro or-
denamiento jurídico, tales como el interés 

superior del niño 14 o la protección del cón-
yuge más débil, además de las distintas con-
venciones y tratados internacionales sobre la 

materia -ratificados 15 o no por Chile 16 -, se 
debe considerar expresamente que el salario 
no sólo debe satisfacer las necesidades del o 
la trabajadora, si no que, además, las de su fa-
milia. Lo anterior, es un aspecto no menor y 
que, sin lugar a dudas, debiese ser considera-
do en una propuesta constitucional.

acceder a un trabajo decente 12” . A grandes 
rasgos, adherir a esta concepción del trabajo, 
implica necesariamente el eliminar (o pro-

pender a), toda forma de trabajo precario. 
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   Como muestra de aquello, diversos países 
ya presentan regulaciones en la materia, así 
por ejemplo la Constitución de Bolivia del 
2009, en su art. 46, I, número 1); la Consti-
tución de Colombia de 1991, en artículo 25; 
o, la Constitución de Ecuador de 2008, en su 
artículo 33.
  En cuanto al mecanismo propuesto para ne-
gociar el salario mínimo, la regulación actual-
mente existente en Uruguay aparece como 
relevante de analizar. El elemento clave y más 
valioso de esta fórmula reside en el diálogo 
necesario que debe darse entre los estamen-
tos directamente involucrados en la materia. 
Establecer una relación de horizontalidad, 
en la cual los y las trabajadoras tengan voz 
y representación, sin pasar por alto tampoco 
lo que tenga que decir el sector empresarial 
y el poder ejecutivo, es una excelente forma 
de democratizar el poder. Por lo demás, el 
considerar a los sindicatos como los titulares 
para esta negociación, impidiendo que éstos 
sean reemplazados por otras formas de or-

 13  ROJAS (2015), p. 216.

14 CONVENIO SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (1989).

  15 PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, 

SOCIALES Y CULTURALES (1976). 

 16 CONVENIO SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS 

FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER (1979). 

c) Garantías para el salario digno: 
     la inembargabilidad 

El consagrar constitucionalmente la inembar-

gabilidad del salario se establece como una 

forma de proteger la subsistencia de los y las 

trabajadoras y la de sus familias. No es algo no-

vedoso a nivel internacional, entendiendo que 

existen variadas constituciones que ya estable-

cen el carácter de inembargabilidad al salario. 

A modo de mención, la Constitución mexicana 

en su art. 123, letra b); la Constitución de Nica-

ragua en su art. 82, inc. 3; o en la Constitución 

de Panamá en su art. 62, el cual en su inciso 

tercero no sólo establece la inembargabilidad 

del salario, si no que, además, establece una 

excepción cuando las deudas guarden relación 

con obligaciones alimenticias.

   Ambos articulados se basan directamente en 

el artículo 10 del Convenio N° 95 de la OIT, el 

cual hasta la fecha no se encuentra por Chile. 

Dicho artículo señala:

“1. El salario no podrá embargarse o cederse 

sino en la forma y dentro de los límites fijados 

por la legislación nacional.

2. El salario deberá estar protegido contra su 

embargo o cesión en la proporción que se con-

sidere necesaria para garantizar el manteni-

miento del trabajador y de su familia”.

ganización de los trabajadores, tiene como 
objeto propender al fortalecimiento de la 
sindicalización y sembrar pequeños atisbos 
de la tan necesaria titularidad sindical.
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d) Equidad Salarial y no discriminación 
      en el trabajo

     La incorporación de la mujer en el mercado 

del trabajo ha supuesto un esfuerzo y una dis-

cusión importante en las distintas esferas del 

país, generando, con ello, relevantes estudios 

relacionados a la materia. En relación a la histo-

ria nacional y sin que exista un consenso uná-

nime, trabajos como el de Cecilia Salinas en: 

La Mujer Proletaria: Una Historia para Contar, 

revelan que la incorporación en masa de la mu-

jer en el capitalismo chileno (sobre todo en el 

industrialismo), tanto en las zonas urbanas del 

norte, como en el centro y sur del país, tiene 

lugar, o tiende a observarse, entre el fin del Si-

glo XIX y principios del Siglo XX. Esto, nos hace 

entender que la fuerza femenina, previamente 

a su incorporación en el mercado laboral, ya se 

encontraba ejerciendo trabajo en el contexto 

doméstico. Lo anterior, es muestra de las claras 

desigualdades de género existentes en cuanto 

al trabajo, reflejando una problemática estruc-

tural y no algo meramente puntual. Abocán-

donos al objeto de investigación, la desigual-

dad de género se manifiesta, especialmente, 

en lo que respecta a la equidad salarial:

   Como se observa, en el numeral 2 de la nor-

ma citada, se hace mención a la necesidad de 

resguardar el salario de un potencial embargo 

o cesión, con el objeto de garantizar el man-

tenimiento del trabajador, pero también de 

su familia. No sería, por tanto, entendible, que 

para efectos de saldar una deuda por pensión 

alimenticia se encuentre prohibido embargar 

un % del salario del deudor, protegiendo ex-

clusivamente al trabajador/alimentante. Por lo 

tanto, proponer un articulado que tenga como 

foco la protección del trabajador, sin que ello 

implique, en contraposición, un desmedro en 

los derechos de su familia y/o dependientes, 

aparece como la vía correcta. 

   En relación a la inclusión de la prelación de 

créditos como una forma de garantizar el efec-

tivo acceso al salario de los y las trabajadoras 

en caso de insolvencia o liquidación de una 

empresa, responde a lo indicado en el párrafo 

anterior en lo que respecta a la necesidad de 

resguardar el pago efectivo del salario, como 

una forma de preservar el “ingreso vital” para la 

satisfacción de las necesidades materiales bá-

sicas. Lo anterior nuevamente se fundamenta 

en el Convenio N° 95 de la OIT, sobre protec-

ción al salario, elevando a rango constitucional 

el artículo 11, N°1 del mismo. 
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   Según datos de la Organización para la Coo-

peración y Desarrollo Económico (OCDE), Chi-

le destaca, negativamente en lo que respecta a 

las brechas salariales. El estudio indica que con 

un 53,2% de tasa de empleo femenino, éste 

índice se encuentra 20 puntos por debajo de 

la situación de los hombres 17. Por otra parte, 

estudios del INE (con datos de CEPAL) ya han 

demostrado que Chile se sitúa por debajo de 

países como Argentina, Venezuela, México, 

Uruguay, entre otros, en términos de partici-

pación femenina en el mercado del trabajo 18.

   Las principales normativas internacionales 

que abordan la desigualdad de género pre-

sente en las relaciones de trabajo, particular-

mente, en relación a la igualdad salarial, han 

sido impulsadas por las Naciones Unidas. Ya 

sea mediante la Organización Internacional del 

Trabajo, la CEDAW o la misma Asamblea Ge-

neral de las Naciones Unidas. En ese sentido, 

importante es destacar el Convenio N° 100 

de la OIT de 1971, ratificado por Chile, el cual 

desarrolla el flagelo de la desigualdad salarial 

existente por un mismo trabajo, estableciendo 

disposiciones vinculantes sobre la materia para 

los Estados adscritos.

   El derecho a la igualdad en el trabajo, inde-

pendiente de la dimensión del mismo a la cual 

nos refiramos, se genera con la intención real 

de superar aquellas discriminaciones que, en 

razón del género de una persona, se dan en 

una relación laboral. El Convenio N° 111 de la 

OIT, estipula diferentes formas de discrimina-

17 ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL 

DESARROLLO ECONÓMICO (2021).

 18 INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICAS (2015).

ción que atentan contra el principio de igual-

dad y dignidad de la persona en una relación 

laboral, por otro lado, la Convención Interna-

cional sobre la Eliminación de todas las Formas 

de Discriminación Contra la Mujer de 1979 

(CEDAW) propone que los Estados partes to-

men todas las medidas apropiadas para la eli-

minación de discriminación contra la mujer en 

materia de empleo a fin de asegurar a las muje-

res una igualdad real en relación a los hombres. 

Particularmente, la CEDAW impulsa la igualdad 

salarial; el derecho a elegir libremente profe-

sión y empleo; el derecho al ascenso; el dere-

cho a la estabilidad en el empleo, a todas las 

prestaciones y otras condiciones de servicio; el 

derecho a la formación profesional, y; a igual-

dad de trato con respecto a un trabajo de igual 

valor, así como a igualdad de trato con respec-

to a la evaluación de la calidad del trabajo. 

  Finalmente, el Pacto de Derechos Económi-

cos, Sociales y Culturales (PIDESC, 1966) en 

su art. 7° establece que los Estados deberán 

reconocer el derecho de toda persona al goce 

de condiciones de trabajo equitativas y satis-

factorias que aseguren un salario equitativo e 

igual por trabajo de igual valor, sin ningún tipo 

de distinción; particularmente, debe asegurar-
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19  LIZAMA y UGARTE (1998), p. 234..

 20 FACIO (1999). p. 18.

se a las mujeres condiciones de trabajo no in-

feriores a las de los hombres, con salario igual 

por trabajo igual. En similares términos, la De-

claración Universal de los Derechos Humanos 

(1948) también lo desarrolla en su artículo 23. 

    Considerando todo lo anteriormente expues-

to, la fórmula de no discriminación empleada 

en el articulado propuesto sigue la misma ló-

gica que actualmente encontramos en nuestra 

Constitución en el art. 19 N° 16, inc. 3. El mo-

delo empleado es el denominado “modelo an-

tidiscriminatorio sospechoso abierto”, el cual 

implica: “la sospecha de que cualquier discrimi-

nación en el acceso, promoción o movilidad en 

el empleo que se efectúe en base a otro criterio 

que no sea la capacidad o idoneidad personal 

del candidato a un empleo o del trabajador, en 

su caso, constituye una distinción o preferen-

cia arbitraria y debe estar sujeta a un examen 

calificado” 19.

   Haciendo una necesaria mención al derecho 

comparado, a nivel latinoamericano existen 

varias constituciones que tratan esta materia. 

Argentina, Costa Rica y Panamá son algunos 

países que consagran a nivel constitucional 

la Igualdad Salarial. Colombia, por su parte, 

la consagra a rango legal, mediante la Ley Nº 

1.496 de 2011. 

  Para efectos de poder avanzar hacia la igual-

dad, es necesario proyectar las discriminacio-

nes de género como un problema estructural. 

Por ello, no basta con establecer una igualdad 

formal, sino que ésta debe darse en la práctica. 

En materia laboral se hace necesario, por tanto, 

establecer mecanismos eficientes y accesibles 

para hacer exigibles los derechos y garantías 

que la Constitución consagre. En palabras de 

la profesora Alda Facio: “Aunque ha sido difí-

cil que las mujeres sean aceptadas en el mundo 

masculino, ha sido más difícil que se entienda 

como el sexismo está en la base misma de casi 

todas las instituciones jurídicas’’ 20.
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CONCLUSIÓN

La regulación del salario mínimo y la igualdad salarial son temas centrales en el mar-

co de la discusión Constitucional. La propuesta desarrollada responde a la necesi-

dad de una consagración robusta de derechos laborales en nuestra nueva Constitu-

ción, de cara a superar las desigualdades profundas que culminaron en el estallido 

social de octubre de 2019. 

   La actual carta magna carece de una normativa conteste con los parámetros in-

ternacionales sobre la materia -tanto doctrinal como a nivel jurisprudencial- es que 

se hace necesario dar énfasis en ciertos aspectos cruciales para el derecho laboral 

constitucional. En base a lo anterior es clave, en primer lugar, tener en consideración 

el pilar sobre el cual descansa la investigación: el trabajo digno o decente. Si bien para 

autores como el profesor José Luis Ugarte lo correcto sería hablar de “trabajo con 

derechos” y no de trabajo digno 21,  es importante consagrar este principio básico el 

cual se encuentra reconocido por la OIT en su búsqueda de mejoras laborales.

   Por lo demás, establecer el derecho al trabajo en estos términos, agregándole un 

“apellido”, permitiría hacerse cargo de lo que se entendería bajo este estándar -al 

menos en lo que respecta al salario-, redondeando de buena manera la noción de 

trabajo que se pretende establecer y las legítimas críticas que podrían generarse a 

propósito de ésta. En ese sentido, la equidad salarial se presenta como un imperati-

vo para la nueva Constitución, considerando la propuesta no sólo los acertados me-

canismos de no discriminación que actualmente contempla nuestro ordenamiento 

jurídico (Ley N° 20.609), sino que, además, mantiene en parte la fórmula utilizada 

por la Constitución vigente, entendiendo que, en lo que respecta a este punto, ésta 

es eficiente y se condice con la opinión doctrinaria mayoritaria sobre la materia. 

21 UGARTE (2014).
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